Carátula 
(Ingresa a Sala la delegación del asentamiento del barrio Santa Isabel) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial da la bienvenida a los representantes de los vecinos 
del asentamiento del barrio Santa Isabel y los deja en el uso de la palabra para que hagan su exposición. 


SEÑOR OLIVERA.- Pertenecemos a la Comisión del asentamiento del barrio Santa Isabel de Las Piedras y nuestra intención es 
dar a conocer a los señores Senadores, en forma resumida, nuestra situación, la que también hemos detallado en una carpeta que 
dejamos en poder de la Comisión. 


Nuestro asentamiento está formado por 80 familias, compuestas por 160 personas mayores, 200 niños en edad escolar y alrededor 
de 80 jóvenes en edad liceal. Somos todos obreros y la mayoría de nosotros trabaja en áreas tales como la rural, la construcción, la 
mecánica y también costureras, como es el caso de la tesorera de nuestra Comisión. Los recursos con que contamos no son 
importantes y llegamos a esta situación de vivir en un asentamiento porque creímos en las promesas de un político que ocupaba el 
cargo de edil en la Intendencia Municipal de Canelones. 


Nuestra necesidad de vivienda tenía que ver con el hecho de que no podíamos pagar un alquiler, porque estábamos esperando 
una adjudicación del SIAV -como es el caso de uno de nuestros compañeros- o porque se estaba esperando una respuesta de un 
círculo de ahorro previo, como sucedía con nuestra tesorera y, precisamente, ese edil nos ofreció ocupar un terreno, dividirlo, 
construir nuestra casa y vivir allí. Quiero aclarar que sabíamos que ese terreno era privado, pero como la persona que nos ofrecía 
esa oportunidad trabajaba en la Intendencia, tenía conocimiento de que ese terreno tenía deudas pendientes desde 1973 y que su 
dueño se había ido a vivir a Buenos Aires. Asimismo, el político al que hacíamos referencia nos dijo que el terreno iba a ser 
expropiado por la Intendencia. 


Con esa promesa, a muchos de los que estamos viviendo allí se nos cobró un dinero porque había un equipo de escribanos y 
abogados que, llegado el momento, nos iba a representar para que pudiéramos tener acceso a un título de posesión, es decir, a 
lograr la propiedad del predio. Sin embargo, llegada cierta fecha se presentó el dueño del terreno, hizo un convenio con la 
Intendencia, pagó su deuda y cuando fuimos a reclamarle al edil que nos ofreció el terreno, no estaba él ni ninguno de los 
miembros de su equipo. El dueño del terreno se presentó varias veces e, incluso, hay un documento que hemos incorporado a la 
carpeta que vamos a dejar en esta Comisión, en el cual consta que a muchas de las familias que viven en el asentamiento les 
cobró $ 2.000 por hacerles un papel en el que se dejaba constancia de que dichas familias habían entrado a la luz del día y habían 
ocupado el terreno sin violación, por derecho propio, lo cual no es cierto. A todos los que estamos viviendo en el asentamiento el 
político que mencionamos nos citó a una reunión, incluso a algunos nos llevó a ver el terreno a fin de que decidiéramos si nos 
servía para construir nuestra casa y vivir allí. 


A grandes rasgos, esa es la forma en que llegamos a esta situación y, en realidad, el problema comenzó cuando el dueño del 
terreno se presentó y nos intimó al desalojo, lo cual también consta en la carpeta que dejaremos a los señores Senadores. 


Ante eso, comenzamos a buscar la forma de solucionar el problema y después de efectuar muchas consultas con abogados y otros 
profesionales, llegamos a la instancia de hacer una oferta al dueño a través de su abogado y su escribano que están aquí en 
Montevideo. La oferta que hicimos se basó en una estimación del posible valor del predio. Obviamente, ofertamos mucho más de lo 
que es su valor real. Concretamente, ofrecimos pagar U$S 100.000 en tres años. Previo a eso, hicimos un relevamiento de las 
condiciones del terreno y de las familias que lo ocupan para, de ese modo, llegar a tener una idea de lo que podía pagar cada 
familia. Es así que, en definitiva, acordamos que cada familia podía pagar $ 300 mensuales, a fin de formar una cuota común e ir 
pagando el terreno. De esa forma, llegamos a la cifra de U$S 100.000 que pagaríamos en tres años. Sin embargo, los abogados 
del dueño nos pidieron que pagáramos esa misma cuota mensual durante cinco años, con lo cual el valor total del terreno ascendía 
a U$S 160.000. Pero el problema en este caso era que si pagábamos esa cuota durante los cinco años, de todas formas no 
estaríamos en condiciones de lograr el título de propiedad. En definitiva, estaríamos comprando 42.000 metros cuadrados de 
terreno, pero sin acceder a los demás derechos que implican el tener una vivienda digna. 


Fue así que luego de consultar con escribanos se nos planteó la opción de acudir a la Comisión de Vivienda y Ordenamiento 
Territorial del Senado, sobre todo por el hecho de que habíamos llegado a encontrarnos en la situación difícil que hemos expuesto 
por intermedio de un representante de la clase política que en aquel momento ocupaba un cargo público. Asimismo, se nos puso en 
conocimiento de dos leyes que podían ampararnos a fin de lograr la regularización de nuestras viviendas y otros beneficios que, en 
ese momento, de ningún modo estábamos en condiciones de obtener. 


Quiero aclarar, además, que las construcciones que hay en nuestro asentamiento son de material, con cimientos, de bloques o 
ladrillos y de techos de material o de chapa, según las posibilidades de cada familia, pero no hay ranchos; allí no viven hurgadores, 
marginados o personas que se dediquen a la cría de cerdos u otros animales. Incluso, si los señores Senadores así lo desean, 
pueden visitar nuestro barrio y ver cómo vivimos. Por otra parte, tenemos una diagramación del terreno y servicios básicos como, 
por ejemplo, luz y agua, todo logrado por nosotros mismos con mucho sacrificio y no gracias al favor de nadie. La duda que 
tenemos ahora tiene que ver con los límites del terreno, porque no tenemos los mojones bien documentados y por tal razón no 
podemos saber si hay casas construidas fuera del padrón; eso es lo que urgentemente necesitamos saber. En ese sentido, 
contamos con el presupuesto que realizó un agrimensor y el documento costaría alrededor de $ 4.500 sin IVA; sin embargo, cuando 
tenga carácter oficial, sin duda va a resultar más caro. 


Por nuestra parte, ya hemos formado una Comisión y estamos tratando de dar a conocer nuestro problema. Reitero que no 
necesitamos que se nos regale nada, sino simplemente queremos que se valore lo nuestro. A esos efectos, vamos a abrir una 
cuenta en el banco en la que mensualmente haremos un depósito, para lo cual cada vecino se ha comprometido a cumplir con una 
cuota de $ 200. De esa forma, tendremos un ahorro previo y cuando haya que hacer frente a una cuota podremos responder 
adecuadamente. En definitiva, lo que queremos lograr es que por el mismo dinero que paguemos por el terreno, también 


obtengamos la regularización, a fin de que cada vecino tenga su propio padrón, sus planos y también obtenga una exoneración de 
pagos al Banco de Previsión Social. 


En ese sentido, hemos incluido en la carpeta que vamos a dejar en la Comisión, el texto de la Ley N* 17.296. Asimismo, 
quisiéramos contar con la intervención de un órgano regulador del Estado que, eventualmente, tase el bien y luego aporte el dinero 
que, posteriormente, nosotros pagaríamos en cuotas de la misma forma en que pensábamos pagarle al dueño, pero con la 
posibilidad de adquirir todos los beneficios que he mencionado. 


Otro aspecto que queremos poner en su conocimiento es el relativo a varios proyectos de mejora del barrio que nos gustaría llevar 
a cabo, pero que no podemos concretar debido a que, obviamente, no podemos resolver todos los problemas a la vez. 
Concretamente, nos gustaría instalar un merendero, un comedor, una guardería y un salón comunal, de modo que pudiéramos 
trabajar como una cooperativa en la que cada uno pueda aportar lo que sabe a favor del barrio. De esa forma, además, podríamos 
lograr que la mano de obra circule dentro de él. Por ejemplo, el que necesita algún trabajo de construcción, de herrería, etcétera, 
contrata a un vecino. 


La idea es hacer todo lo que se pueda dentro del barrio en beneficio nuestro; pero nos encontramos con que somos 80 familias 
ocupando un predio con realidades y necesidades distintas. De pronto, hoy, cuarenta de esas familias tienen trabajo y el resto no, 
pero dentro de un año la situación cambia; puede ser a la inversa. Entonces, es difícil hacer coincidir todas esas realidades para 
comprometernos a pagar una cuota, porque es probable que en algún mes no podamos hacer frente a los U$S 3.000. Incluso, 
tendríamos que formar una Asociación Civil, y según las cláusulas que estableció la escribana y el abogado del dueño, si a la 
tercera cuota no pagamos, tenemos que desembolsar el total del dinero al contado. De manera que no podemos hacer frente a 
esto. 


Es cierto que se podía prever que esta situación se nos iba a venir encima, pero creímos en esa promesa de que ese terreno iba a 
ser expropiado. También se da el caso de que se aprovecharon de la sana ignorancia de algunos vecinos, que dicen que ya 
pagaron el terreno. 


Por otro lado, la caminería que se encuentra dentro del terreno fue realizada por nosotros; entonces, estaríamos pagando 42.000 
metros cuadrados cuando en realidad hay espacios que están siendo utilizados como caminería. 


Sabemos que un grupo de vecinos le hizo una denuncia penal a este señor, y un Edil nos hizo saber que, según la resolución 
municipal N* 1.113, estos terrenos son municipales y actualmente la Intendencia tiene conocimiento de su ocupación. Por lo tanto, 
hemos nombrado una Comisión vecinal, que contará con el apoyo de la mayoría de estos vecinos, para saber si verdaderamente 
ese terreno es municipal o no. También sabemos que la Junta Departamental de Canelones ha dejado cesante en su carácter de 
Edil a esta persona. Y hay muchas cosas que no podemos saber, por lo que nos manejamos con lo que nos dicen. 


Entonces, sería bueno que la Comisión intentara acceder a algún documento para saber si este terreno es realmente municipal. 
Nosotros tuvimos una entrevista con el señor Omar Bentancour, Secretario de la Junta de Las Piedras, quien no nos supo decir 
cuál era la real situación. Nuestro terreno se encuentra en el límite departamental -lo divide el arroyo Las Piedras- y tenemos una 
franja de 20 metros en la que no podemos hacer nada, porque es zona inundable y la Intendencia Muncipal de Canelones exige a 
todos los agrimensores que, cuando hagan fraccionamientos, dejen 20 metros de rambla costanera al lado del Arroyo. De todas 
formas, de hecho no íbamos a usar esa parte, porque, como le explicamos al señor Bentancour, si dejáramos construir en esa 
franja y se inundara, personalmente se nos caería la cara de vergúenza de ir a la Intendencia a pedir que saquen a esa gente, 
porque lógicamente nos van a preguntar por qué dejamos construir allí. Además, precisaríamos el dragado del arroyo y otra serie 
de cosas, pero hasta que no tengamos la documentación que demuestre que estamos negociando o que el terreno es nuestro, la 
Intendencia no puede entrar a trabajar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo que ustedes han informado, hay un tema previo a dilucidar: si ese predio es de la Intendencia o es 
privado, porque parecería que no se ha podido confirmar. 


SEÑOR OLIVERA.- Los abogados del dueño tienen todos los títulos de propiedad. Esta persona se presentó a la Intendencia 
Municipal de Montevideo en mayo de este año a realizar un convenio por lo que debía, y presentó a un Juez todo lo escriturado 
para que se nos diera el desalojo, lo cual finalmente se hizo. Ante esa intimación de desalojo nos presentamos a negociar para que 
esto se suspendiera, y finalmente lo logramos. Pero vimos en el despacho de los abogados toda la carpeta con los títulos de 
propiedad, el plano, etcétera. De todas maneras, insisto, un Edil nos asegura que existe una resolución de la Intendencia por la 
cual ese terreno pasó a ser municipal. 


Cuando fuimos a hablar con el señor Bentancour, nos manifestó que la Intendencia está regularizando asentamientos en 
Canelones, pero los que se encuentran en predios municipales, y no privados. Y en ningún momento nos señaló que este terreno 
pudiera haber sido expropiado por la Intendencia. Pero según esta resolución, parecería que fue así. 


Por otra parte, nosotros ya pagamos; personalmente pagué U$S 500 por un terreno de 9 metros de frente por 37 de largo. Este 
señor me cobró ese dinero asegurándome que cuando se presentara esta situación, iba a haber abogados y escribanos. Incluso, 
sabemos que a algunas familias, que fueron digitadas -no todo el mundo lo hizo- se les cobró $ 2.000 por un papel en el que se 
deja constancia de que entraron al terreno sin violencia, estando desocupado y abandonado por su propietario, lo cual es verdad. 
También se dice que no se incitó a ninguna persona a ocupar, sino que lo hicieron por propia voluntad, lo que es mentira, y que no 
se han destruido alambrados, candados o cualquier otro sistema de seguridad, lo que es cierto. A su vez, se expresa que no se ha 
prometido en venta o vendido todo o parte del padrón. Si bien la tierra no se vendió, sí se pagó un dinero para que el escribano 
Hugo Larrosa Rodríguez hiciera un papel indicando que habíamos entrado al predio de esa forma. Por mi parte, no hice el papel 
porque en ese momento no tenía el dinero y porque no fue así como se dice. A mí se me dijo que se estaba negociando un terreno 
y que al momento de firmar la persona se había echado para atrás. Entonces, me dijeron como era el terreno y que valía U$S 500. 
Por tanto, hay cosas que no son reales. En estos momentos, hay un descreimiento de parte de la gente porque ésta ya puso dinero 
y algunos, en su sana ignorancia, creyeron lo que se les dijo en cuanto a que de ahí no los iba a sacar nadie, pero de golpe y 
porrazo se presentó una persona con intimación de desalojo para ochenta familias. 


SEÑOR PAIS.- Todas las personas que pertenecemos al asentamiento sabemos que fuimos estafados en nuestra sana ignorancia; 
además estaban representados con escribanos y abogados que se hicieron presentes en las reuniones. Nos vendieron los terrenos 
con la promesa de un título de posesión, el cual no existió nunca. Hoy nos encontramos con que hay otro dueño y, entre comillas, 
podemos pensar que es una maniobra, porque el dueño fue notificado por documentación de la Intendencia, y ésta tenía 
conocimiento de que había personas construyendo en ese terreno y nadie se presentó en ese momento. Se presentaron tres años 
después, luego de que el barrio se formó y cuenta con todos los servicios. Todos esos trabajos, como hacer las zanjas para la OSE 
o colocar columnas para la UTE, se hicieron mediante mano de obra benévola de todos los vecinos. 


Ahora se presenta el nuevo dueño con un convenio que había hecho con la Intendencia. En lo personal, presumo que el dueño 
puede vender porque está dentro del plazo que otorga la Intendencia. Por eso, quizás el terreno no haya pasado a ser municipal. 
Digo esto porque no creo que estas personas -se trata de un abogado y una escribana- se comprometan a vender algo que no les 
pertenece. 


Podría decirse que fuimos estafados por una persona de la clase política y por eso les pedimos que nos brinden alguna salida. No 
estamos buscando responsables ni culpables, sino soluciones, porque estamos hablando de ochenta familias trabajadoras con 
muchos niños. Ninguno de nosotros tenemos recursos como para reubicarnos, porque la mayoría de la gente invirtió lo poco que 
tenía en levantar una casa digna, de material, con planchada, con alambrado y todos los servicios. Venimos a pedir ayuda en el 
sentido de que se nos encamine de una forma legal. No podemos recurrir a otra persona. 


Como dije, en nuestra sana ignorancia fuimos estafados por abogados y escribanos y queremos volver a creer en la clase política. 
Pónganse en el lugar de una familia con hijos a la que cobraron el terreno dos veces, que tuvo que invertir lo que no tenía, 
mediante créditos, para poder construirse una vivienda y a la que hoy le dicen que tiene que dejar la casa porque no le 
corresponde. Además, tengan en cuenta que esas personas hablaron con alguien como ustedes, con un político, un escribano y un 
abogado, y fue estafada. Por eso, tenemos ciertas interrogantes, y la salida más viable -tal vez la única- es que la clase política nos 
apoye. 


Por otra parte, si llegáramos a una negociación con el dueño, también seríamos estafados, y les voy a explicar por qué. Ninguno de 
nosotros realizó los aportes correspondientes al Banco de Previsión Social y, entonces, tenemos deudas monstruosas que no 
podemos afrontar. El terreno de U$S 100.000 que estamos pagando -en una tasación real hecha por una inmobiliaria de la zona y 
teniendo en cuenta otro tipo de fraccionamiento que se hizo en un lugar cercano- no costaría más de U$S 2.500 o de U$S 3.000 la 
hectárea. Se debe tener en cuenta que tiene zonas inundables y que no son propicias para la agricultura. Cuando nosotros fuimos 
allí, era un basurero; es por eso nuestra invitación para que ustedes comparen un basurero con el barrio que de a poco hemos 
formado entre todos los vecinos. 


¿Cómo podemos hacer para que la ley que nos corresponde nos acoja? Lo que pedimos es que nos indiquen cuál es el camino 
que podemos seguir. No queremos que se nos regale nada; queremos pagar pero sintiéndonos respaldados por el sector político. 
Queremos decir que la ciudadanía, nuestros políticos y nuestra Constitución nos amparan. Ustedes tienen más conocimiento sobre 
las leyes y nos pueden decir qué es lo que podemos hacer porque, de otra manera, nos vemos entre la espada y la pared. Antes de 
llevar el tema a la prensa y decir ciertas cosas que pueden traer otras consecuencias, decidimos venir a esta Comisión para hacer 
nuestro planteo, a fin de buscar una solución. 


SEÑOR CABRAL.- En primer lugar, quiero agradecer que nos hayan recibido. Como decía el compañero, somos unos de los 
tantos descreídos, aunque ese no es el tema que hoy nos reúne. De todos modos, estoy muy agradecido de estar aquí y de 
haberle presentado la inquietud al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que es quien se encarga del 
tema de la vivienda para las personas de escasos recursos. 


Como decía el compañero, no sabemos si estamos dentro de ese terreno, pero por lo que hemos estado viendo -hemos mirado el 
plano y realizado medidas de forma criolla- supuestamente sería así. Digo "supuestamente" porque no tenemos los medios para 
decirlo con seguridad. En lo personal, estuve aportando algunas Unidades Reajustables en el Banco Hipotecario del Uruguay para 
el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente como muchos otros, y también pagando un alquiler de $ 2.500. 
En un momento, tuve que optar entre seguir depositando las Unidades Reajustables y alquilando o seguir depositándolas y 
quedarme sin techo. Tengo familia, trabajo yo solo y hace unos tres meses la empresa en la que trabajo me comunicó que iba a 
haber una reducción de sueldos del 10%. Todo esto hizo que el proceso se acelerara. Esta situación le sucede a muchos otros y lo 
que necesitamos es una solución estable de vivienda. Creo que uno de los artículos de la Constitución dice que tenemos derecho a 
la vivienda y considero que son los legisladores quienes nos pueden brindar la ayuda que necesitamos, tanto en información que 
no tenemos, como mediante una guía para indicarnos qué es lo que podemos hacer y procurarnos los medios para lograrlo. 
Ninguno de nosotros puede pagar $ 2.000 o $ 3.000, pero sí una cuota normal o de las que se pagan en los Núcleos Básicos 
Evolutivos que es de 2 Unidades Reajustables, aunque no recuerdo bien. 


Creo que no es mucho lo que estamos pidiendo, pero reclamamos atención en forma urgente porque la intimación de desalojo 
supuestamente está detenida en este momento, y si nosotros no afrontamos un compromiso de compraventa, el juicio va a seguir. 
Puede ser que un mes no podamos juntar la cantidad de dinero que se necesita, que esa situación se reitere por un par de meses 
porque alguno fue al Seguro de Paro, fue echado o no hizo muchas changas y, en consecuencia, a la tercera cuota impaga 
entraríamos en mora, lo que nos llevaría a pagar la totalidad o tener el desalojo. 


Necesitamos una solución de vivienda y ser ubicados. Ya buscamos soluciones en todos los otros medios posibles. Es así que la 
compañera estuvo en Credisol Círculos. Tengo cuatro hijos y trabajo todo el día para poder tener lo que se necesita. No me 
gustaría quedarme en la calle. Sé que puede sonar intimatorio lo que decimos, pero a alguien debemos señalárselo y contarle 
nuestro problema. A los demás que hemos acudido sólo nos piden dinero y más dinero, pero dar, nos dan poco. Queremos una 
solución, y si no son ustedes quienes nos la brinden, realmente no sé qué vamos a hacer. Soy de Tacuarembó y si esto no se 
arregla quizás me vaya a la orilla del Río Negro a vivir de la pesca del bagre y la tararira como hacían mis ancestros, aunque no 
creo que eso pueda ser un sustento. 


Insisto, esta es nuestra situación. Personalmente, no creo que se trate de un terreno municipal, pero no estoy seguro. Tampoco sé 
si el dueño hizo o no un fraude para, una vez que estuviéramos todos juntos allí, cobrarnos lo que quisiera. Sí sé que se llevó una 
buena cantidad de dinero, mientras nosotros seguimos con la misma insatisfacción. 


Repito, pido disculpas si nuestra intervención suena como que estamos exigiendo; no queremos que se sienta así porque ninguno 
de ustedes tiene obligación personal hacia nosotros. El tema es que esta es nuestra preocupación. Día a día nos reunimos con los 
vecinos para analizar qué podemos hacer. Ahora vamos a abrir una cuenta bancaria. 


Personalmente, me gustaría escuchar la opinión de los señores Senadores acerca de si estamos diciendo un disparate, si tenemos 
que juntar nuestras cacharpas e irnos al caño. 


SEÑOR OLIVERA.- Este tema nos ha quemado las pestañas durante mucho tiempo. Junto con la carta que le entregamos a la 
Secretaría, enviamos otra al señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, ingeniero Cat. Para realizar la 
oferta tuvimos en cuenta lo que es el tipo de vivienda que da el SIAV, esto es, el Núcleo Básico Evolutivo. Dicho sistema ofrece un 
terreno de 120 ó 150 metros cuadrados con una construcción de 32 metros cuadrados, y a cambio recibe un pago de 2 Unidades 
Reajustables durante cinco años. Si sacamos la cuenta, serían $ 400 por mes, lo que haría algo más de U$S 2.000. Nosotros ya 
tenemos la casa y el promedio de los terrenos es de 300 metros cuadrados. En consecuencia, pensamos que es justo pagar una 
Unidad Reajustable y media durante tres años, lo que totalizaba U$S 100.000. Profesionales en el tema nos han dicho que es 
mucho dinero, pero el tema es que nosotros no podemos estar todos los días yendo y viniendo con una oferta distinta. En realidad, 
ofertamos esa suma para que el dueño tuviera en cuenta que si valía U$S 50.000, por ejemplo, se iba a llevar el doble. Sin 
embargo, nos salió pidiendo dos años más, lo que hacen U$S 160.000. Nosotros habíamos pensado que durante tres años 
pagábamos la tierra y en los dos años posteriores nos abocaríamos a regularizar el tema. Debe quedar claro que estamos 
dispuestos a pagar. 


También hay otros problemas que nos preocupan y que van a tener que resolverse de alguna manera. Si este terreno es rural no se 
puede fraccionar y, en consecuencia, se necesitará una decisión política o que alguien dé un plumazo y establezca que por única 
vez este terreno rural se puede fraccionar. Ahora, si nos sacan de allí, les pregunto a dónde vamos a ir. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Quién inició el desalojo? 
SEÑOR OLIVERA.- El dueño. 
SEÑOR GALLINAL.- ¿Por qué está detenido esto? 


SEÑOR PAIS.- Quiero aclarar que el dueño vive en la Argentina, razón por la cual puso a dos representantes, que son la escribana 
y el abogado. 


Nosotros hicimos la oferta y por eso se detuvo todo. Ellos quieren vender. Incluso, pretendían que formáramos una sociedad civil 
de manera de poder sacarnos a todos con un solo juicio, pero un abogado nos recomendó que no hiciéramos eso hasta tener claro 
el panorama. 


Debe quedar claro que queremos brindar la seguridad del pago, y para eso nos estamos poniendo la soga al cuello porque somos 
conscientes de que si formamos una sociedad civil y somos nosotros los que debemos golpear la puerta del vecino para que haga 
su aporte, un día nos encontraremos con que habrá alguno que no pueda poner; y no será uno solo, porque en ochenta familias 
hay muchos problemas. Por ese motivo, queremos que individualmente cada uno se haga responsable de su cuenta y si alguien se 
atrasa, no perjudique a todos los que están al día. 


En definitiva, nos encontrábamos entre la espada y la pared, y no podíamos aceptar esa condición de ninguna manera. Incluso, 
luego nos enteramos de las deudas que podríamos llegar a generar a nivel del Banco de Previsión Social. Si hablamos de que son 
$ 300 mensuales los que puede aportar cada familia para comprar el terreno, ¿cómo les decimos luego que deben U$S 5.000 o 
U$S 6.000 por multas o recargos? Hay gente que lo entiende, pero otra no. 


SEÑOR OLIVERA.- En un compromiso de compraventa de U$S 160.000, el 3% más los honorarios del escribano ascienden a U$S 
6.000, que es lo que debíamos pagar en el momento. Tengamos en cuenta que se trata de familias que ganan aproximadamente $ 
2.500 por mes -según el censo que nosotros hicimos- por lo que no podíamos pedirles que tuvieran $ 1.200 de un día para el otro; 
de todas formas, y apretando mucho el cinturón, se comprometieron a pagar hasta $ 400 de cuota. 


Hemos confeccionado una planilla para abrir una cuenta en el Banco a partir del 1% de diciembre, donde cada vecino se 
compromete a poner $ 200 por mes para demostrar que tenemos cierta capacidad de ahorro y una voluntad de pago. Una vez que 
el organismo de que se trate expropie o compre -no sé cuál es el término- y regularice, nos dirá a partir de qué momento 
empezaremos a pagar -ojalá fuera mañana mismo-; los vecinos ya contarán con ese depósito en el Banco y podrán comprometerse 
a seguir pagando. 


Disculpen los términos, pero quiero reiterar que no queremos un regalo, sino que estamos dispuestos a pagar lo que 
verdaderamente vale este pedazo de tierra, es decir, lo que nos corresponde como derecho a la vivienda y contar, así, con el 
beneficio de tener el terreno dividido, el número de padrón y la exoneración de unos cuantos aportes a los que no podemos hacer 
frente. También es cierto que si realmente hubo una persona que defraudó a la clase política, de la misma forma hubo otros 
representantes de esa misma clase política que nos sacaron ese problema. 


SEÑOR PAIS.- Cabe destacar que las denuncias penales fueron hechas un año antes de la fecha en que se nos hizo la intimación 
de desalojo. Inclusive, esto fue documentado por Canal 11 en momentos en que hubo problemas, porque nos querían seguir 
cobrando y la gente se empezó a negar. No estamos pidiendo una solución así nomás; esperamos que se nos muestre un camino 
a seguir para ver qué es lo que podemos hacer. Queremos pagar nuestros impuestos como cualquier ciudadano y tener la 
tranquilidad de contar con nuestro propio techo. 


SEÑOR OLIVERA.- Todos los que estamos aquí tenemos hijos y pretendemos no dejarles una deuda sino una propiedad, una 
casa. No queremos que piensen que si se hubieran ido a vivir a un caño habría sido mejor. Para quienes estamos alrededor de los 
cuarenta años, el hecho de enfrentar esta situación nos hace pensar en el futuro, porque ya estamos en otra etapa de nuestra vida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros vamos a discutir con los colegas este asunto a fin de poder despejar las dudas que se han 
sembrado en torno a informaciones que son un poco controvertidas y trataremos de averiguar en qué situación se encuentra esta 


propiedad, de acuerdo con la Intendencia. Asimismo, creo que tendremos que tratar este tema con el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. En resumen, nos vamos a preocupar y los vamos a mantener informados. 


Según los datos que ustedes tienen acerca del eventual propietario, tengo entendido que este caso data de 1973. 


SEÑOR OLIVERA.- Este señor era suplente del señor Orlando Virgili a la Junta Departamental de Canelones y su nombre es 
Oliveri; una vez que se produjo el golpe de Estado, él se fue a Buenos Aires y abrió un restorán. Cuando se empezó a formar el 
barrio, un vecino lo llamó y él vino a preguntar qué era lo que pasaba. Se le explicó que se trataba de gente de trabajo que estaba 
construyendo porque no tenía donde vivir, por lo que se volvió a ir. 


Tres años después, sin mediar palabra, decide darnos el desalojo; tengamos en cuenta que ya no se trataba de alrededor de treinta 
familias, según consta en la diagramación del barrio que hemos dejado a los señores Senadores. Entre una y otra etapa pasamos 
de 37 a 72 solares, pero teniendo en cuenta que en un solar hay más de cinco familias, llegamos a un total de 80 familias. En un 
principio él cobró entre $ 3.000 y $ 5.000, pero luego hubo quienes pagaron hasta $ 9.000 por el terreno. El problema surgió con 
una familia que había pagado $ 3.000, pero no tenía cómo seguir pagando; entonces este señor hizo la denuncia y dijo que iba a 
venir a sacarlos con el Ejército, porque tiene un hermano militar que se desempeña, al parecer, en la fuerza de choque de Melo. 


SEÑOR PAIS.- En lo personal, puedo decir que me dijo lo mismo, porque en un momento me rehusé a pagar si no se me otorgaba 
una documentación firmada. Llegué a decir que me firmara aunque fuera en el papel de los bizcochos, porque quería un 
comprobante del dinero que yo estaba dando de la promesa que él me estaba haciendo. Se trataba de una negociación sencilla, 
pero él decía que no podía ubicar a sus abogados ni a sus escribanos; es más, me dijo que esperara a las topadoras, pero por 
suerte hasta el día de hoy no aparecieron. 


SEÑOR CABRAL.- Todos recordamos cuando nos tratan bien, pero tengo que mencionar lo que nos sucedió cuando fuimos a OSE 
a pedir los servicios, porque todo era un problema y, de la misma forma, fuimos tratados en UTE. En OSE nos dijeron que 
hiciéramos una zanja y que cuando pudieran iban a ir a realizar el trabajo. Teníamos que hacer esos pozos de un metro de 
profundidad por una pala de ancho, lo que nos dio mucho trabajo, y después resulta que colocaron un caño de PVC de 0,75. 
Recuerdo que fuimos todos los días durante mucho tiempo, y no me parece que esto sea justo, porque si yo no pago me cortan el 
servicio. Supongo que cobran lo que corresponde, porque organismos como OSE o UTE hay uno solo, pero no entiendo por qué 
tenemos que rogar por cosas que nos corresponden por derecho. La verdad es que no había ningún problema en ir a colocar la luz 
y el agua aunque se tratara de un terreno privado; simplemente, para nosotros sí que había problemas. Hago constar esto, porque 
recuerdo que mi esposa estaba embarazada en ese momento e iba todos los días a importunar para que nos pusieran el agua. 


Por otro lado, también recuerdo que hice la instalación de luz con una persona que trabajó veinte años en UTE. Lo cierto es que 
como esta persona no tenía el sello autorizado por UTE, cada vez que el inspector iba, encontraba un problema diferente, lo que 
obviamente daba a entender que quería dinero. Además, se lo dijo claramente a otra persona. 


Entiendo que no son cosas justas, que no están bien. En cuanto a la vivienda, creo que mucho menos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la información prestada, y desde ya estamos comprometidos a intentar hacer lo que 
podamos ante los distintos organismos del Estado. Tengan en cuenta que esta es una Comisión asesora y que las decisiones 
ejecutivas no están en sus manos, ya que el país tiene una división de Poderes. Lo que podemos hacer es utilizar nuestra 
influencia para intermediar ante el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, las Intendencias y los 
organismos correspondientes, a fin de encontrar las soluciones en esta causa justa que ustedes nos han planteado, así como 
intentar que el pago sea viable y accesible, teniendo en cuenta que se trata de gente muy modesta. 


SEÑOR OLIVERA.- Queremos decirles que estamos a las órdenes para acercarles toda documentación que esté a nuestro 
alcance a fin de allanarles el camino. Asimismo, se mantiene en pie la invitación que les formulamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Ustedes están sobre la Ruta 5 vieja? 
SEÑOR OLIVERA.- No; estamos detrás del Hipódromo, detrás del Barrio Obelisco. 


Uno de los aspectos que figura en la nota que les entregamos es que estamos "aguantando" -por decirlo de alguna manera- esta 
salida a la prensa, porque no sabíamos qué eco íbamos a tener de parte de la Comisión y de otros organismos. Si hay que ir a la 
prensa o si alguno de los señores Senadores en algún momento decide visitar el asentamiento acompañado de aquélla, estamos 
abiertos a ello. 


SEÑOR PAIS.- Se trata de nuestro techo, y tenemos que "pelear" nuestra situación hasta las últimas consecuencias. Ya nos 
"manosearon" una vez, dos no lo soportamos y tres es casi imposible que ocurra. No venimos a convocar colores o Partidos, ya 
que aquí hay representantes de todos ellos, y creemos que deben considerar el problema con humanidad, porque todos somos 
seres humanos. Además, reiteramos que no estamos pidiendo que nos regalen nada, sino que nos brinde su apoyo y aporten su 
conocimiento. 


Queremos que de acuerdo con lo que nos ofrecen en las grandes campañas políticas, ahora nos digan que nos pueden otorgar tal 
cosa y nos pregunten si podemos afrontar el compromiso y de qué forma. Nos gustaría que nos dijeran: "Tienen todo nuestro apoyo 
y nos comprometermos a cumplir siempre y cuando todo esté dentro de la Constitución y de la ley". Por eso les pido que dejemos 
de lado los colores y tratemos de salvar a estas 80 familias con niños, que no tenemos cómo reubicar. 


SEÑOR OLIVERA.- Quisiera saber qué le podemos decir ahora a la parte vendedora. ¿Que estamos en las manos de ustedes? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pienso que dentro de ocho o diez días vamos a tener un panorama más claro. 
SEÑOR OLIVERA.- La escribana del dueño estuvo hablando con el señor Artigas Barrios. Me pidió que le acercara una fotocopia 


de la carpeta, lo que ya hice, de modo que ellos también están interesados en que este asunto salga adelante. Por eso pienso que 
los señores Senadores, que se manejan en el mismo ámbito, tal vez podrían conversar con el señor Artigas Barrios para ver qué 


versión tiene él, porque es el contacto de la parte vendedora y tiene que estar enterado del contenido de esa carpeta. Además, 
debe estar en contacto con los abogados del dueño, que son quienes tienen "la otra campana" de esta cuestión. 


Volvemos a agradecerles por el tiempo que nos han dispensado y estamos a las órdenes para colaborar en todo lo que esté a 
nuestro alcance. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tienen nada que agradecer, más allá de lo poco o mucho que podamos hacer. Es nuestro deber. 
(Se retira de Sala la delegación del asentamiento Santa Isabel) 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Es la hora 15 y 50 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


